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LOS ÚLTIMOS DATOS PUBLICADOS por el proyecto PISA, correspondientes al año 2012, nos de-
jaron una mala noticia: los indicadores de equidad, de los que España podía legítimamente enorgu-
llecerse, habían empeorado. La situación no era preocupante, pero sí la tendencia que se apuntaba. 
Por ese motivo, y a la espera de que se publiquen a finales de 2016 los datos correspondientes al año 
2015, estamos en un momento oportuno para reflexionar acerca del papel que desempeña el sistema 
educativo con vistas a promover la igualdad en la educación.

Desde este punto de vista hay tres cuestiones que merece la pena analizar con cierto detenimien-
to. En primer lugar, conviene pensar acerca de qué implica hacer efectivo el principio del derecho 
a la educación. En segundo lugar, hay que reflexionar acerca del modo en que mejor se asegura la 
igualdad en el acceso de los estudiantes a los distintos tipos de centro. Y en tercer lugar, debemos 
estudiar cómo se organiza el sistema educativo para impedir la aparición de barreras sociales y para 
fomentar la equidad en la educación.

Un equilibrio difícil pero necesario: libertad de enseñanza y derecho a la educación

Los dos grandes principios que rigen en la actualidad la política de la educación son los de libertad 
de enseñanza y derecho a la educación. Ambos cuentan con una larga historia, paralela al proceso 
de reconocimiento de los derechos individuales y sociales que ha tenido lugar en la época contem-
poránea.

El principio de libertad de enseñanza (o libertades de enseñanza, en plural, como dice acertadamente 
Manuel de Puelles que deberíamos denominarlo) se inserta en el reconocimiento de los derechos 
de libertad o libertades civiles que se produce ya desde la Revolución Francesa. Encuentran estos 
derechos su justificación en la necesidad de que el Estado respete la esfera privada del individuo, lo 
que implica reconocer la libertad de expresión, de culto, de conciencia o de prensa. La aplicación de 
este principio general al ámbito de la educación se realiza en una triple dirección: libertad de creación 
de centros, libertad de cátedra y libertad de elección de centro. Mientras que la primera acepción se 
consolidó en el Estado liberal, durante el siglo XIX, el reconocimiento de la segunda solo se conse-
guiría avanzado ese siglo, después de muchos conflictos. La tercera acepción centra buena parte de 
los debates políticos actuales en torno a la educación.

El derecho a la educación va asociado al reconocimiento de los derechos prestacionales o sociales, 
que comenzaron a incluirse de manera generalizada en las constituciones nacionales después de la 
segunda guerra mundial. Este tipo de derechos, que abarca ámbitos como las relaciones laborales, 
la salud, la seguridad social o la educación, encuentra su fundamento en la necesidad de asegurar a 
todos los ciudadanos un mínimo de igualdad, sin el cual el ejercicio de las libertades cívicas y políti-
cas reconocidas no sería efectivo. Los componentes fundamentales del derecho a la educación son 
tres: obligatoriedad (ya que la educación es un derecho fundamental, del que no se debe privar a na-
die), gratuidad (al menos en los niveles básicos, como medio de asegurar su efectividad) e igualdad 



de oportunidades (para progresar en el sistema educativo en función del mérito y no de los recursos 
disponibles). Los tres componentes han quedado recogidos en documentos tan relevantes como la 
Declaración Universal de los Derechos Humanos de 1948, la Declaración de los Derechos del Niño 
de 1959 y la Convención de los Derechos del Niño de 1989.

Los dos grandes principios que rigen en la actualidad la política 
de la educación son los de libertad de enseñanza y derecho a 
la educación

Se trata de dos principios procedentes de tendencias ideológicas diferentes. El primero encuentra su 
origen en el liberalismo y el conservadurismo, en sus distintas concepciones, mientras que el segun-
do lo tiene en el igualitarismo y la democracia social. Por ese motivo ha existido y existe entre ambos 
una tensión que no resulta siempre sencilla de resolver.

En estos últimos tiempos estamos asistiendo a un intento más o menos abierto de cambiar el con-
senso básico que se alcanzó para elaborar el artículo 27 de la Constitución Española, que trata de 
la educación. En nombre del principio de libertad de enseñanza, y centrándose sobre todo en la 
libertad de elección de centro, hay sectores ideológicos que propugnan cambios normativos profun-
dos. La inclusión que hace la LOMCE de “la libertad de enseñanza y de creación de centro docente, 
de acuerdo con el ordenamiento jurídico” entre los  principios inspiradores del sistema educativo, 
sin hacer mención paralela al derecho a la educación, me parece una demostración patente de ese 
intento. En mi opinión, corremos el riesgo de romper un consenso básico que costó mucho alcan-
zar. Es un problema importante que no nos podemos permitir que se reavive en las circunstancias 
actuales.

Un mito engañoso: la libertad de elección

En relación con lo anterior, vale la pena destacar que la libertad de elección se ha convertido desde 
hace años en una de las banderas educativas favoritas de los grupos conservadores y liberales. Se 
trataría en última instancia de asegurar que las familias pueden elegir el tipo de educación que de-
sean para sus hijos, por medio de la libre elección de centro. La defensa de ese principio se sustenta 
en algunas ideas que merece la pena analizar.

Un supuesto muy extendido entre los defensores de dicha opción es que en España existe una esca-
sa libertad de elección. El motivo sería la existencia de una supuesta zonificación rígida, que asigna-
ría forzosamente a los alumnos al centro más cercano a su domicilio y les impediría elegir.

Pues bien, hay que subrayar que esa idea es falsa. Es cierto que contamos con zonas escolares, 
cada una de las cuales agrupa generalmente varios centros. O sea, aplicamos criterios de asignación 
de alumnos similares a los existentes en países como Inglaterra o Estados Unidos, que no pueden 
considerarse enemigos de la libertad individual. Pero a diferencia de lo que allí sucede, las familias 
no están obligadas a llevar a sus hijos al centro que les corresponde, sino que pueden realmente 
elegir cualquier centro que deseen, esté o no dentro de la zona en que se ubica su domicilio. E inclu-
so admitimos la posibilidad de tomar en consideración el lugar de trabajo de los padres en vez del 
domicilio a efectos de admisión en un centro determinado, ampliando así la libertad real de elección. 

En consecuencia, nuestras zonas escolares no tienen carácter exclusivo, siendo su única función 
la de primar la cercanía (entre otros factores) cuando hay más demanda que plazas disponibles en 
un centro. Porque es realmente ahí donde se sitúa el problema de la elección y donde vale la pena 
centrar el análisis.



Cuando hay más solicitudes que plazas en un centro puede optarse por diversos sistemas para asig-
narlas. Una primera opción consiste en dejar que sea el centro quien elige libremente a sus alumnos. 
Al margen de la discrecionalidad y la injusticia que ese sistema introduce, hay que hacer notar que la 
supuesta defensa de un principio llevaría precisamente a su negación: frente a la libertad de elección 
(de las familias), primaría la arbitrariedad de la elección (por los centros).

Una segunda opción consiste en adoptar algunos criterios objetivos para resolver los desajustes en-
tre las plazas disponibles y las preferencias expresadas por las familias. En principio, se trata de una 
solución más justa y que concede mayor seguridad. Es el modelo actualmente aplicado en nuestro 
sistema educativo, al igual que en otros muchos. Ahora bien, el dilema se plantea cuando se trata 
de establecer dichos criterios. Los más habituales son la distancia del domicilio al centro, el nivel de 
renta y el tamaño de la familia. 

Existen también opciones intermedias, como la de combinar algunos de los criterios mencionados 
con otros más flexibles o dar la posibilidad a los centros de asignar libremente una determinada pun-
tuación, adicional a las anteriores, para cubrir sus plazas.

No basta con preguntarse qué grado de libertad de elección existe en un sistema educativo. No me 
resisto a plantear la pregunta de quién sale perdiendo. Pienso que vale la pena formularla, pues no 
todos los sistemas son neutrales.

Un instrumento para la igualdad: trayectorias escolares abiertas y fluidas

Asegurar la equidad en la educación y evitar la creación de barreras escolares y sociales no implica 
solamente defender el derecho a la educación y llevarlo a la práctica en lo que se refiere a la igualdad 
de condiciones en el proceso de escolarización. También implica establecer una estructura y una 
ordenación educativas que aseguren la igualdad.

Los dos elementos fundamentales que determinan la configuración de los sistemas educativos son 
la estructura del sistema y la ordenación educativa. La combinación de ambas hace posibles unas 
trayectorias e impide otras, abriendo o cerrando caminos a los estudiantes que las transitan. El aná-
lisis de tales trayectorias es muy interesante para valorar qué oportunidades de educación y forma-
ción ofrecen realmente los sistemas educativos al alumnado.

El derecho a la educación va asociado al reconocimiento de los 
derechos prestacionales o sociales

Los modelos subyacentes a la Ley Orgánica de Educación (LOE) y a la Ley Orgánica para la Mejo-
ra de la Calidad Educativa (LOMCE) son muy diferentes. Mientras que el primero es un modelo de 
tronco único prolongado, seguido por una ramificación corta pero intensa, el segundo es un modelo 
en abanico, donde el tronco se va escindiendo progresivamente en vías divergentes con escasa in-
tercomunicación entre sí. Se trata de dos opciones claramente diferentes, que vale la pena analizar.

La LOE enfatiza el carácter común de la educación básica, entre los 6 y los 16 años de edad, esto 
es, en las etapas de Educación Primaria y Educación Secundaria Obligatoria (ESO), planteando la 
atención a la diversidad como un mecanismo que permite huir de la uniformidad y dar a cada es-
tudiante lo que necesita para su pleno desarrollo, siguiendo trayectorias diferenciadas pero equiva-
lentes y conducentes a una misma titulación. La LOMCE, bajo el rótulo de la flexibilización, propone 
desarrollar programas que permitan a cada estudiante “desarrollar todo su potencial”. El problema 
que subyace detrás de una declaración tan genérica estriba en que dichos programas van condu-
ciendo a trayectorias divergentes, con difícil retorno o cambio de rumbo. Por una parte, sustituye 



los programas de diversificación curricular por los de mejora del aprendizaje y el rendimiento en el 
primer ciclo de la ESO (cursos 1º a 3º), que dejan un interrogante abierto acerca de qué sucede con 
quienes no los superen. Por otra parte, establece dos opciones en 4º de ESO, que ya se prefiguran 
en 3º: las enseñanzas académicas (conducentes al bachillerato) y las aplicadas (conducentes a la 
formación profesional). Todo ello se culmina con un triple título final de ESO: un certificado de los 
estudios cursados para quienes no lleguen a superar ninguna de las dos reválidas planteadas y dos 
títulos diferentes de Graduado en ESO, en función del tipo de reválida aprobado. Todo ello abre la 
vía a tres trayectorias distintas: la nueva Formación Profesional Básica, la Formación Profesional de 
Grado Medio o el Bachillerato. En suma, los caminos que pueden seguir los estudiantes se abren en 
abanico. El problema aumenta si se tiene en cuenta que las pasarelas de unas vías a otras son muy 
limitadas.

Este modelo de la LOMCE, aun manteniendo la misma estructura del sistema educativo de la LOE, 
reduce muy sustancialmente su grado de comprensividad. Los estudiantes comienzan a ser separa-
dos bastante antes de finalizar la etapa obligatoria, con notables dificultades para revertir decisiones 
tempranas que pudieran resultar desacertadas. Además, esa rigidez tendrá impacto en el aprendiza-
je que debe realizarse a lo largo de la vida. La pregunta de qué sucederá si un joven desea retomar su 
formación a partir de un mal comienzo académico resulta inevitable. Y hay que decir que la respuesta 
es muy decepcionante.

La posibilidad de plantear trayectorias abiertas y reversibles no se basa solamente en razones téc-
nicas, sino también de equidad y justicia social. Nuestras sociedades necesitan desarrollar el talen-
to de todos los ciudadanos, independientemente de las decisiones incorrectas tomadas en algún 
momento del tiempo. Sin eso, no tendremos un sistema justo ni eficaz. Y no parece que ese sea el 
modelo hacia el que tendemos.


